SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°026
                                                   RADICACIÓN:    660012204000201800140-00



ACCIONANTE: JOSÉ RICARDO SANTANA CORTÉS
NIEGA POR HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:

  Sentencia  – 1ª instancia –2 de agosto de 2018

Proceso:    
       Acción de Tutela 
Radicación Nro. :          660012204000201800140-00

Accionante:                  José Ricardo Santana Cortés
Accionado:                    Fiscalía 1ª Seccional de la Unidad de Vida de Zipaquirá
      
Magistrado Ponente:    Jorge Arturo Castaño Duque

TEMAS:

DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD CERTIFICACIÓN FALLECIMIENTO DE SANDRA LILIANA GUTIÉRREZ AMAYA A LA FISCALÍA 1ª DE LA UNIDAD DE VIDA DE ZIPAQUIRÁ (C/MARCA.)/ CARENCIA ACTUAL POR HECHO SUPERADO. NIEGA- HECHO SUPERADO.
No obstante esa presunta demora en la resolución de la solicitud reclamada por el señor SANTANA CORTÉS, lo que a la hora de ahora se sabe es que por parte de la Fiscal 1ª Seccional de Vida de dicha ciudad, que se encontraba encargada a raíz de la incapacidad de su titular, expidió en julio 05 de 2018 la referida certificación y pese a que de la misma no se aprecia envío alguno al requirente en término oportuno, con ocasión de la presente tutela ese despacho remitió nuevamente la misma en julio 30 de 2018 por correo certificado a la dirección reportada por el apoderado del actor
, cuyo recibido por la empresa ASOSEGUROS se verificó en julio 31 de 2018
.

Surge de lo anterior, que al haberse procedido por parte de la Fiscalía accionada a resolver la petición elevada por el actor, no obstante la tardanza para su remisión, ello conlleva a predicar que no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a este asunto, al haberse configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
, y como así lo refirió la titular de esa fiscalía.

En conclusión, como quiera que la Fiscalía 1ª Seccional de la Unidad de Vida de Zipaquirá (C/marca.) ya atendió la solicitud elevada por quien representa los intereses del señor JOSÉ RICARDO SANTANA CORTÉS, se negará la protección exigida por tratarse de un hecho superado.
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dos (02) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación No. 641
                                                  Hora: 11:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada mediante apoderado judicial por el señor JOSÉ RICARDO SANTANA CORTÉS contra la Fiscalía 1ª Seccional de la Unidad de Vida de Zipaquirá (C/marca.), al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

El apoderado del señor SANTANA CORTÉS señala que en junio 19 de 2018 radicó derecho de petición ante la Fiscalía 1ª de la Unidad de Vida de Zipaquirá (C/marca.), donde reclamaba la expedición de certificación relacionada con el fallecimiento en hechos de tránsito de la señora SANDRA LILIANA GUTIÉRREZ AMAYA, sin que se le hubiera dado respuesta alguna, por lo cual pide se ampare tal derecho fundamental.
3.- CONTRADICTORIO
Esta Corporación corrió traslado de la acción constitucional a la Fiscalía accionada, cuya titular informa que por parte de la funcionaria encargada de ese despacho, ante su incapacidad médica, mediante certificación de julio 05 de 2018, remitida por correo certificado en julio 30, se respondió lo pedido por el accionante, por lo que no se ha quebrantado derecho fundamental alguno al presentarse un hecho superado.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el este evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar la entidad involucrada, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor JOSÉ RICARDO SANTANA CORTÉS concurre ante el juez constitucional, por medio de apoderado judicial, con el fin de lograr que por parte de la entidad accionada se responda a la petición elevada en junio 19 de 2018, por medio la cual pretendía que se le expidiera constancia relacionada con el fallecimiento en hechos de tránsito de la señora SANDRA LILIANA GUTIÉRREZ AMAYA, sobre lo cual ninguna información se le había brindado.

Debe indicarse en primer lugar, que por tratarse la solicitud elevada por el accionante en relación con un asunto de índole administrativo, la presunta omisión en la que incurrió la Fiscalía 1ª de la Unidad de Vida de Zipaquirá (c/marca.) de brindar una respuesta oportuna, constituye en efecto una vulneración al derecho fundamental de petición. Al respecto la jurisprudencia constitucional ha establecido:

“[…] el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso
 y del derecho al acceso de la administración de justicia,
 en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada
 dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).” 

Igualmente ha señalado la Corte Constitucional
, que cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una contestación dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la petición, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida
.  
Así mismo, la ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las solicitudes, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se vislumbra que le asistía razón al señor JOSÉ RICARDO SANTANA CORTÉS al instaurar la tutela, porque muy a pesar de haber radicado petición desde junio 19 de 2018, la cual fue recibida en la Fiscalía 1ª Seccional de la Unidad de Vida de Zipaquirá (C/marca.), en junio 22 de 2018, como se indicó al responder la tutela, a la fecha de la interposición de esta acción -julio 18 de 2018-, y pese a haber transcurrido aproximadamente 17 días hábiles, ninguna información se les había brindado.

No obstante esa presunta demora en la resolución de la solicitud reclamada por el señor SANTANA CORTÉS, lo que a la hora de ahora se sabe es que por parte de la Fiscal 1ª Seccional de Vida de dicha ciudad, que se encontraba encargada a raíz de la incapacidad de su titular, expidió en julio 05 de 2018 la referida certificación y pese a que de la misma no se aprecia envío alguno al requirente en término oportuno, con ocasión de la presente tutela ese despacho remitió nuevamente la misma en julio 30 de 2018 por correo certificado a la dirección reportada por el apoderado del actor
, cuyo recibido por la empresa ASOSEGUROS se verificó en julio 31 de 2018
.
Surge de lo anterior, que al haberse procedido por parte de la Fiscalía accionada a resolver la petición elevada por el actor, no obstante la tardanza para su remisión, ello conlleva a predicar que no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a este asunto, al haberse configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
, y como así lo refirió la titular de esa fiscalía.

En conclusión, como quiera que la Fiscalía 1ª Seccional de la Unidad de Vida de Zipaquirá (C/marca.) ya atendió la solicitud elevada por quien representa los intereses del señor JOSÉ RICARDO SANTANA CORTÉS, se negará la protección exigida por tratarse de un hecho superado.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA la protección del derecho de petición reclamado por el señor JOSÉ RICARDO SANTANA CORTÉS al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 51 fte. y vto.


� Ver folio 52.


� Véase entre otras, la sentencia T-330 de 2017.


� Sentencias T-377 de 2000; T-178 de 2000; T-007 de 1999, T-604 de 1995.


� Sentencia T-006 de 1992; T-173 de 1993; C-416 de 1994 y T-268 de 1996.


� Sentencia T-368.


� Sentencia T-215A/11


� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-043 de 2009.


� Ver folio 51 fte. y vto.


� Ver folio 52.


� Véase entre otras, la sentencia T-330 de 2017.
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